TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Procedencia cumplimiento requisitos generales/ Vulneración al no dar trámite a recurso de reposición a pesar de que fue debidamente presentado y sustentado 
“(…) dijo que la ley 472 de 1998 no le exige aportar el certificado reclamado, `como mal lo cree el a quo´, e incluso solicitó se pidiera al demandado aportarlo al responder la acción `o lo haga el director ejecutivo de administración judicial en Pereira… y así no se deniegue el acceso a la administración de justicia, ante la falta de recursos económicos del accionante en esta acción (…)
De tales afirmaciones resulta evidente que el actor dio cumplimiento al inciso 3º artículo 318 del Código General del Proceso, que ordena, al interponer el recurso de reposición, expresar las razones que lo sustentan, sin que por tanto pudiera la juez demandada rechazarlo con fundamento en el motivo que invocó.

Tampoco porque hubiese acudido a ese medio de impugnación mediante el empleo de una hoja de papel, a la que por su tamaño se refiere la secretaria como una `tirilla´, porque la ley no le exige, para ser oído, que lo haga por medio de una de otras dimensiones.”
EFECTOS DE LA SENTENCIA DE TUTELA/ Imposibilidad de extenderlos a casos análogos porque los mismos solo se producen para el caso concreto 

“Se negará la solicitud para que se haga extensivo este fallo a todas las acciones populares en las que la accionada haya procedido en la forma como lo hizo en aquellas a que se refiere esta acción constitucional, porque de acuerdo con el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991 las decisiones que se adopten en sede de tutela, solo surten efectos en el caso concreto.”
VULNERACIÓN DEL DERECHO/ Para poder estudiar la cuestión, es necesario que el interesado acuda directamente a la entidad para que se pronuncie sobre su petición antes de presentar la tutela  

“Se negará la tutela solicitada por el actor frente al Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante nunca afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara las que por medio de esta providencia se resuelven y por sabido se tiene que a esa especial acción no puede acudirse como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-667, T-307 y SU-241 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, abril seis (6) de dos mil dieciséis (2016)             
        Acta No. 149 de abril 6 de 2016
        REF: Expedientes Nos. 
66001-22-13-000-2016-00329-00
66001-22-13-000-2016-00342-00
Se deciden en esta sentencia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a las que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo hasta la saciedad y ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2 En el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira se encuentran radicadas acciones populares, bajo los números “2015-547” y “2015-584”, las que fueron rechazadas por falta de competencia y remitidas al Juzgado 35 Civil del Circuito de Bogotá; este las devolvió al juzgado primigenio sin generar conflicto de competencia “y la tutelada no ve reparo alguno y CREE PODER RECHAZAR MI ACCIÓN”.
1.3 Es curiosa la postura de la última al no conceder la alzada frente al auto que “pretende rechazar mi acción”, a pesar de lo que al respecto ha dicho el Consejo de Estado, la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional en providencias que cita.

1.4 En la acción popular consignó que el domicilio
 era la ciudad de Pereira; el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección, como tampoco considerar que la demanda debe intentarse en el domicilio principal de la accionada y como si fuera poco, se le rechaza y no se concede la apelación.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado a) admitir y tramitar las acciones sin dilación alguna y b) dar trámite a la tutela frente a la Defensora de Pueblo de Caldas, a fin de determinar si viola la Ley 734 de 2002 y c) de prosperar la acción, se haga extensivo el fallo a todas las acciones populares donde la accionada haya actuado igual, a fin de evitar tutelas por separado; es decir, por celeridad y economía procesal. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 16 de marzo se admitieron las acciones de tutela en trámite acumulado; se ordenó vincular al Alcalde del Municipio de Pereira, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público de la regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de las entidades demandadas en los procesos en los que considera el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con los hechos relatados en la solicitud de amparo y las pruebas recogidas posteriormente, aún no han sido vinculadas a la actuación. 

2.- La funcionaria accionada, al ejercer su derecho de defensa, con fundamento en providencias de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, de las que arrima copia, aduce que esa Corporación tiene dos posiciones en materia de conflictos de competencia que se han suscitado en acciones populares promovidas por el demandante; la mayoría los decide, pero uno de los magistrados ha dicho que el juzgado obró de manera prematura al declarar la incompetencia sin que exista en el proceso prueba sobre el domicilio principal de la entidad demandada y le ha devuelto los procesos; siguiendo esos lineamientos, se recibieron los dos expedientes que reenvió el Juzgado 35 Civil del Circuito sin provocar el conflicto de competencia; procedió entonces a inadmitir la demanda y como el demandante no corrigió ninguno de los vicios anotados, la demanda fue rechazada.
Los demás intervinientes guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. 

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

3.- En el asunto bajo estudio se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, porque la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; frente a las decisiones de inadmitir y de rechazar las demandas, en las que encuentra el demandante lesionados sus derechos, interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación; el amparo se solicitó pocos días después de proferidas aquellas decisiones y no se pide frente a una sentencia de tutela.   

4.- En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el actor lesionados los derechos cuya protección invoca porque el juzgado accionado se abstiene de admitir las acciones populares que propuso y encuentra infundadas las razones por las que así ha procedido.

La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:


“33. El defecto procedimental como una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales se sustenta en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que consagran los derechos al debido proceso y a la administración de justicia y el principio de prevalencia del derecho sustancial que protege a las personas de que se presente una grave arbitrariedad en el acceso a la justicia. La Corte Constitucional ha reconocido dos modalidades de este defecto: i) el absoluto, que se da cuando hay una desviación del procedimiento legalmente establecido
 y ii) por “exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la  aplicación de las normas procesales
.

34. En relación con el defecto procedimental absoluto
, la Corte ha indicado que “[ c ] uando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental. El defecto procedimental se erige en una violación al debido proceso cuando el juez da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su competencia, o cuando pretermite las etapas propias del juicio, como por ejemplo, omite la notificación de un acto que requiera de esta formalidad según la ley, o cuando pasa por alto realizar el debate probatorio, natural a todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”
. . 

De acuerdo con lo anterior, la decisión del juez en un proceso se torna arbitraria por falta de fundamento legal que la sostenga, y por lo tanto se configura un defecto procedimental absoluto cuando: i) se tramita un proceso de forma diferente a la establecida legalmente o ii) se desconocen etapas del procedimiento que comprometen los derechos fundamentales de las partes como, por ejemplo, una notificación, un momento probatorio, o la posibilidad de que una decisión sea revisada en segunda instancia cuando era procedente la apelación. 

35. Sobre el segundo tipo de defecto procedimental, el exceso ritual manifiesto, la Corte Constitucional ha sostenido que se configura “en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por (i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”
. 

36. Adicionalmente, la jurisprudencia ha establecido que tanto para los casos del defecto procedimental absoluto como del exceso ritual manifiesto, es necesario que: i) el desconocimiento del procedimiento tenga un efecto definitivo para la vulneración de los derechos fundamentales [54] ; ii) la desviación o irregularidad no pueda subsanarse por otra vía; y iii) de ser posible, haya sido alegada en el proceso
”...
 
De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

4.1.- Las pruebas recogidas en el expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga promovió dos acciones  populares contra el Banco de Bogotá y señaló que en distintas direcciones de esa ciudad, se produce la supuesta vulneración a los derechos colectivos cuya protección reclama
.
4.1.2 Mediante proveídos del 26 de agosto del año anterior, la funcionaria accionada las rechazó por falta de competencia y ordenó remitirlas a los Juzgados Civiles del Circuito (Reparto) de Bogotá
.

4.1.3 Por autos del 3 de noviembre del mismo año, el Juzgado Treinta y Cinco del Circuito de Bogotá, al que correspondió el conocimiento de ambas acciones, ordenó la devolución al juzgado de origen con el argumento de que fue en esta ciudad donde ocurrieron los hechos de conformidad a lo aducido por el actor
.

4.1.4 Recibidos los procesos, el juzgado accionado inadmitió las acciones populares y le ordenó al actor, en resumen: a) indicar cuál es la vulneración a los derechos colectivos invocados y quién o quiénes podrían ser perjudicados, de ser el caso; b) probar la existencia del daño contingente, la existencia del peligro a la colectividad, la amenaza del derecho colectivo, la vulneración o agravio del derecho colectivo invocado; c) aportar la prueba de la representación legal de la parte demandada; d) acreditar los supuestos de hecho sobre los que edifica sus pretensiones y e) indicar el motivo por el que ejerce las acciones populares
.
4.1.5 El demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación contra la decisión de requerirlo para que aporte el certificado de existencia y representación de la parte demandada. Alegó en el escrito respectivo que la ley 472 de 1998 no le exige allegar el certificado reclamado, “como mal lo cree el a quo” y solicitó se pidiera al demandante adjuntarlo al responder la acción “o lo haga el director ejecutivo de administración judicial en Pereira… y así no se deniegue el acceso a la administración de justicia, ante la falta de recursos económicos del accionante en esta acción…”
.
4.1.6 Se dejó constancia por la secretaria del juzgado accionado en el sentido de que esos recursos se interpusieron mediante el empleo de una tirilla de papel y que frente a esos escritos, la posición del juzgado ha sido la de rechazarlos de plano por “ser improcedente y dilatorio, además de una falta de respeto y falta de decoro con el Despacho”
.

4.1.7 El 1º de marzo de este año, con fundamento en esa constancia, el juzgado decidió rechazar: a) de plano “la solicitud” del demandante; b) el recurso de reposición interpuesto por el actor, “toda vez que el escrito debe expresar los motivos que fundamentan su inconformidad con la providencia cuestionada” y c) las demandas propuestas, porque no se corrigieron
.
4.1.8 Frente a esas decisiones, interpuso el actor popular el recurso de apelación
, sobre el que aún no se ha pronunciado la funcionaria demandada
.
4.2 Considera la Sala que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela está llamada a prosperar porque incurrió la funcionaria accionada en defecto procedimental al fundamentar su decisión de “rechazar” los recursos de reposición interpuestos por el demandante contra los autos por medio de los cuales se inadmitieron las demandas, con el argumento de que no se expresaron los motivos en que fundamenta su inconformidad, hecho que no acaeció. 

En efecto, el citado señor, de acuerdo con el resumen de las pruebas que se acaba de hacer, dijo que la ley 472 de 1998 no le exige aportar el certificado reclamado, “como mal lo cree el a quo”, e incluso solicitó se pidiera al demandado aportarlo al responder la acción “o lo haga el director ejecutivo de administración judicial en Pereira …y así no se deniegue el acceso a la administración de justicia, ante la falta de recursos económicos del accionante en esta acción…” 

De tales afirmaciones resulta evidente que el actor dio cumplimiento al inciso 3º artículo 318 del Código General del Proceso, que ordena, al interponer el recurso de reposición, expresar las razones que lo sustentan, sin que por tanto pudiera la juez demandada rechazarlo con fundamento en el motivo que invocó.

Tampoco porque hubiese acudido a ese medio de impugnación mediante el empleo de una hoja de papel, a la que por su tamaño se refiere la secretaria como una “tirilla”, porque la ley no le exige, para ser oído, que lo haga por medio de una de otras dimensiones.
En esas condiciones puede decirse que la funcionaria demandada incurrió en error que afecta el derecho al debido proceso de que es titular el demandante y concretamente la garantía que tienen las partes en un proceso, para interponer el recurso de reposición contra los autos que profiere el juez.

Lo anterior, sin que sobre llamar la atención a la funcionaria accionada, a pesar de que no fue motivo de tutela, en relación a que las causales por las que inadmitió las acciones populares fueron distintas a las que están señaladas por la ley como razones que justifiquen adoptar esa clase de determinación, y por tanto, invocarlas también constituye una lesión al debido proceso que manda garantizar el artículo 29 de la Constitución Nacional, pues dentro de las facultades del juez no está la de adicionar la normatividad vigente permitiéndole exigir, a quienes acuden mediante una demanda en dispensa de justicia, requisitos ajenos a los previstos por el legislador para admitirla.
En esas condiciones, se concederá la tutela solicitada; se dejarán sin efecto los autos del 1º de marzo de este año, proferidos en las acciones populares que instauró el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco de Bogotá y se ordenará a la juez accionada que dentro de las cuarenta y horas siguientes a la notificación de esta providencia, a la luz de las consideraciones aquí consignadas, se pronuncie en relación con el recurso de reposición interpuesto por el demandante contra los autos que inadmitieron las demandas.
5.- Se negará la tutela solicitada por el actor frente al Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante nunca afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara las que por medio de esta providencia se resuelven y por sabido se tiene que a esa especial acción no puede acudirse como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho. 
6.- Se negará la solicitud para que se haga extensivo este fallo a todas las acciones populares en las que la accionada haya procedido en la forma como lo hizo en aquellas a que se refiere esta acción constitucional, porque de acuerdo con el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991 las decisiones que se adopten en sede de tutela, solo surten efectos en el caso concreto.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Conceder la tutela solicitada por el señor Javier Elías Arias Idárraga, en los procesos de la referencia, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO.- Para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejan sin efecto los autos del 1º de marzo de este año, proferidos en las acciones populares que instauró el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco de Bogotá, radicadas bajo los números 2015-547 y 2015-584 y que se tramitan en el Juzgado Segundo Civil del circuito de Pereira.

TERCERO.- Se ordena a la titular de ese despacho que dentro de las cuarenta y horas siguientes a la notificación de esta providencia, a la luz de las consideraciones consignadas en esta providencia, se pronuncie en relación con el recurso de reposición interpuesto por el demandante contra los autos por medio de los cuales inadmitió las demandas.
CUARTO.- Negar la tutela formulada contra la Defensoría del Pueblo de Caldas.
QUINTO.- Negar la solicitud de hacer extensiva esta sentencia a las acciones populares a que se refiere el accionante.
SEXTO.- De no ser impugnada esta decisión, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

SÉPTIMO.- Notifíquese a los intervinientes el contenido de esta sentencia en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



……------------------

4.- Como ya quedó advertido, uno de los requisitos de procedencia de la acción de tutela es que el interesado haya empleado los medios que tenía a su disposición para impugnar la decisión que considera contraria a sus derechos fundamentales. 

En este caso, de acuerdo con las pruebas recogidas, el demandante interpuso recurso de apelación contra los autos por medio de los cuales la juez demandada rechazó las acciones populares y respecto de ellos, aun no se zque rechazó la acción y dicho recurso de alzada no ha sido admitido, ni mucho menos resuelto. Es decir, a pesar de que se ha empleado el recurso legal como medio ordinario de protección, no hay pronunciamiento respecto de su admisión.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda el amparo contra providencias judiciales, de conformidad con la jurisprudencia que atrás se transcribió, pues encontrándose en trámite el recurso no se puede decidir por vía de tutela lo que corresponde legalmente al juez ordinario.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso o por el superior funcional, escenario normal previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes; tampoco resolver una situación que se encuentra en trámite de valoración por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que no han adquirido firmeza.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.

5.- La misma decisión se adoptará frente a la solicitud de tutela frente al Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre la acción de tutela que por medio de esta providencia se resuelve.

6.- Como lo solicita el actor, al notificársele esta providencia se le enviará copia de la misma y a su costa, se le expedirán copias de todo el proceso.

7.- Frente a la petición del actor de no acumular las acciones de tutela, basta decir que esa circunstancia ya fue definida en el auto del 4 de febrero de 2016, en el que se indicó la razón por la cual se procedía a ello.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedentes las acciones de tutela propuestas, en los procesos de la referencia, por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a las que fueron vinculados la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. 
SEGUNDO.- Se niega la petición elevada con el fin de dar trámite a la acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Manizales.
TERCERO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, expídasele copia de toda la actuación.
CUARTO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� No dice de quién


� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


�Sentencia T-008 de 1998 MP: Eduardo Cifuentes Muñoz; En la sentencia SU-159 de 2002 MP: Manuel José Cepeda Espinosa se dijo sobre la configuración del defecto: “3.2.2. Respecto de la presunta existencia de una vía de hecho sustentada en la constatación de un defecto procedimental, la Corte ha señalado que, cuando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones, está actuando “en forma arbitraria y con fundamento en su sola voluntad”. Así, por vía de ejemplo, está viciado todo proceso en el que se pretermiten eventos o etapas señaladas en la ley para asegurar el ejercicio de todas las garantías que se le reconocen a los sujetos procesales de forma tal que, por ejemplo, (i.) puedan ejercer el derecho a una defensa técnica , que supone la posibilidad de contar con la asesoría de un abogado-en los eventos en los que sea necesario-, ejercer el derecho de contradicción y presentar y solicitar las pruebas que considere pertinentes para sustentar su posición; (ii.) se les comunique de la iniciación del proceso y se permita su participación en el mismo  y (iii.) se les notifiquen todas las providencias proferidas por el juez, que de acuerdo con la ley, deben serles notificadas”. Ver también Sentencia T-946 de 2014 MP: Gloria Stella Ortiz Delgado citando T-327 de 2011 MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


�  Sentencia T-388-2015 MP: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo AC: Gloria Stella Ortiz Delgado respecto a la diferencia entre impugnación y doble instancia; Ver también Sentencia T-340 de 2015 MP: Jorge Iván Palacio Palacio.


� Se pueden consultar entre otras sentencias, las sentencias T-937 de 2001 , M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-1062 de 2002 , M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; T-996 de 2003 , Clara Inés Vargas y T-289 de 2005 , M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Sentencia T-196 de 2006 MP: Álvaro Tafur Galvis.


� Sentencia T-637 de 2015 MP Juan Carlos Henao Pérez. Reiterada en Sentencias T-339 de 2015 MP: Jorge Iván Palacio Palacio. T-388-2015 MP: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; ver también T-386 de 2010 MP: Nilson Pinilla Pinilla, T-599 de 2009 MP: Juan Carlos Henao Pérez, Sentencia T-327 de 2011 MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 


� Ver entre otras, Sentencia T-637 de 2015 MP Juan Carlos Henao Pérez. Reiterada en Sentencias T-339 de 2015 MP: Jorge Iván Palacio Palacio. T-388-2015 MP: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; ver también ver también T-386 de 2010 MP: Nilson Pinilla Pinilla, T-599 de 2009 MP: Juan Carlos Henao Pérez.


� Sentencia T-667 de 2015, MP: Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado


� Folios 35 y 47


� Folios 37, 48 y 49 


� Folios 40 y 51.


� Folios 42 y 53.


� Folios 43 y 54.


� Folios 44 y 55


� Folios 44 y 55


� Folios 45 y 56.


� Folio 92
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